La cosa juzgada en el proceso ordinario canónico by Reina, V. (Víctor) de
LA COSA JUZGADA EN EL PROCESO ORDINARIO CANONICO· 
l. CONCEPTO y LÍMITES DE COSA JUZGADA 
La eficacia propia del proceso se desarrolla, como es lógico, en 
la órbita jurídica a que pertenece, esto es, en la órbita procesal mis-
ma. Esta clase de eficacia podría resumirse en una expresión fun-
damental: la vigencia indefinida de los resultados procesales una 
vez logrados. De antiguo se cuenta con una denominación de gran 
tradición y solera para explicar esta eficacia: la de cosa juzgada, 
aunque tal expresión se refiera literalmente sólo a los resultados 
del proceso de cognición, únicos en los que hay juicio. 
La cosa juzgada en sentido ampHo es, pues, la tuerza que el 
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derecho atribuye normalmente a los resultados procesales. Esta fuer-
za se traduce en un necesario respeto y subordinación a lo dicho y 
hecho en el proceso. El proceso, en virtud de la figura de la cosa 
juzgada, se hace inatacable, y cosa juzgada no quiere decir, en sus-
tancia, sino inatacabilidad de lo que en el proceso se ha conseguido. 
Ahora bien, hay dos maneras distintas de atacar un cierto re-
sultado procesal. Una es la manera directa o inmediata, que consiste 
en una impugnación de la decisión procesal en sí misma. otra es 
la manera mediata o indirecta, que consiste en una discusión de los 
resultados procesales a través del rodeo que supone la apertura de 
un nuevo proceso, sobre la misma materia, en que puede llegarse 
a un resultado opuesto o contradictorio del anterior. 
Cuando un resultado procesal no es directamente atacable, en-
tonces se dice que goza de fuerza de cosa juzgada formal, pues for-
malmente no resulta ya discutible (preclusión de los medios de im-
pugnación; cierre de la relación jurídico-procesal). En cambio, cuando 
no es atacable ni indirectamente, esto es, cuando no cabe abrir un 
nuevo proceso sobre el mismo tema, entonces se dice que goza de 
fuerza de cosa juzgada material, pues lo que se impide precisamente 
es la discusión de la materia ya decidida. Cosa juzgada formal y 
cosa juzgada material son, en consecuencia, las dos especies básicas 
del instituto general de la cosa juzgada, que denotan la firmeza y 
autoridad de la cosa juzgada, respectivamente. 
Lo anterior no significa, ni mucho menos, que no se haya tenido 
en cuenta la posibilidad de una sentencia injusta, históricamente 
siempre posible. Sino más bien que la única vía lógica para la solu-
ción del problema de la sentencia injusta está en admitir la antino-
mia sentencia-ley, eliminándola con la prevalencia del mandato ju-
I\isdiccional, tal como se deduce de la disposición que reconoce la 
eficacia de la cosa juzgada. En efecto, decir que la sentencia dictada 
en juicio constituye respecto a la "res in iudicium deducta" una 
lex specialis -hace ley entre las partes-, no puede significar otra 
cosa sino que prevalece sobre cualquiera otra orden diversa del legis-
lador. En este sentido, los viejos adagios sobre la omnipotencia del 
juez ("res iudicata facit de albo nigrum", o "aequat quadrata rotun-
dis") expresan gráficamente una cierta superioridad del juez sobre el 
legislador. 
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Ya se comprende que, dada la naturaleza de la cosa juzgada, 
apenas habrá institución en que se dé más dramáticamente la ca-
nooida oposición entre las exigencias de la justicia y de la certeza. 
Pues si bien la firmeza y autoridad de la sentencia son efectos ab-
solutamente precisos para toda vida jurídica, la misma justicia de 
la sentencia ni siquiera hipotéticamente puede ser conscientemente 
sacrificada. 
Por ello. el esquema que encuadra al instituto de la cosa juzgada. 
debe necesariamente completarse con el tema de sus limitaciones. 
Y así, quien creyera estar ante una instituoión absoluta y cerrada 
en sí misma, estaría refiriéndose a algo que no se da en el mundo 
del Derecho. En otras palabras, el problema que plantea la cosa juz-
gada en cualquier ordenamiento jurídico es el de sus límites. Y tam-
bién, como corolario, la previsión de algún modo de revisión total-
mente excepcional que, sin alterar la naturaleza del instituto, pueda 
actuar como mecanismo de seguridad ante los excesos del formalismo. 
Según eso, hay que decir, para completar el cuadro que veni-
mos esbozando, que la cosa juzgada formal tiene, en cuanto a su 
contenido, una doble limitación: subjetiva y objetiva. Parla prime-
ra, no cabe extender su fuerza vinculante a los que no han sido partes 
legítimas en el juicio, los cuales no puede entenderse que "consien-
ten" las resoluciones dictadas sin su intervención. Por la segunda, no 
cabe extender la fuerza de la cosa juzgada formal a todo lo que 
constituye materia del proceso, sino sólo a lo que afecta a la reso-
lución sobre el objeto específicamente procesal. 
Por lo que se refiere a la cosa juzgada material, una vez pre-
supuesta la existencia de la cosa juzgada formal, que actúa como 
condición de los otros efectos verdaderos de la sentencia -su efica-
cia material-, hay que señalar también que esa especial eficacia 
no actúa indiscriminadamente, de modo que queden sujetos a ella 
cualquier acontecimiento judicial que más tarde pueda producirse. 
Ello nos sitúa, como es sabido, ante los límites de la cosa juzgada 
material, que tradicionalmente vienen poniéndose en la necesidad 
de que se den, en el hipotético nuevo proceso, las llamadas identida-
des procesales: "eadem personae, eadem res, eadem causa petendi" . 
Tesis tradicional, sin embargo, que algunos de los más relevan-
tes procesalistas actuales juzgan incompleta. Y así, entre nosotros, 
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el Prof. GUASP viene insistiendo en la conveniencia de hablar de los 
límites de la cosa juzgada material atendiendo a los sujetos, al objeto 
y a la actividad en que el pronunciamiento consiste. Veremos que. a 
los efectos de esta lección, este criterio clasificatorio puede tener gran 
interés. Sobre todo por lo que respecta a los límites en cuanto a la 
actividad procesal estricta, ya que el cambio de circunstancias fun-
damentales que produjeron la decisión judicial, puede dar lugar a 
un nuevo planteamiento de la causa. 
Ello nos da pie para advertir finalmente que la cosa juzgada 
material -sin perder por ello su fisonomía propia~ es susceptible de 
una verdadera terminación de sus efectos mediante un fenómeno 
de extinción de la misma. Así, prescindiendo de figuras que dudosa-
mente puede ser consideradas a veces como recursos contra la cosa 
juzgada (audieneia al rebelde. oposición de tercero), lo cierto es que 
la verdadera impugnación extintiva de la autoridad procesal de un 
fallo es el llamado recurso de revisión. Mediante tal recurso, las sen-
tencias firmes son sometidas, por motivos taxativamente determi-
nados, a una crítica de su contenido. La cual, en caso de llegar a su 
revocación, permite la apertura de un nuevo debate sobre la misma 
materia anteriormente decidida. Es, eV1identemente, el triunfo de-
finitivo de la .iusticia como objetivo del derecho. 
Il. LA COSA JUZGADA EN EL PROCESO ORDINARIO CANÓNICO 
A) A primera vista. el sistema del Código parece sencillo. Por 
una parte -c. 1902- se admite en términos generales la institución 
de la cosa juzgada cuando se verifiquen alguno de estos tres supues-
tos: a) que haya dos sentencias conformes; 2) que no se apele de bt 
sentencia dentro del tiempo hábil, o se desista de la apelación una 
vez incoada; 3) que se trate de una sola sentencia definitiva en los 
casos taxativamente señalados en el c. 1880. 
Pero junto a este principio general. se establece en el can. 1903 
que nunca pasan a cosa juzgada las causas sobre el estado de las 
personas; las cuales, sin embargo, después de las dos sentencias con-
formes. sólo pueden ser replanteadas si se aducen nuevas y graves 
razones o documentos. Hay que advertir por 10 que se refiere al ma-
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trimonio -y el principio es extensible a las restantes causas per-
sonales "mutatis mutandis"- que la conformidad sólo existe si la 
nul,idad fue declarada "ex eodem capite". 
Las explicaciones exegéticas más usuales a este sencillo esque-
ma legal -LEGA, ROBERTI-, aunque a veces llamen también cosa 
juzgada a la misma sentencia, procuran aclarar que la institución 
a que se refiere el c. 1902 es precisamente aquella que impide toda 
ulterior apelación. Pero como no se lé oculta a esta doctrina que, 
junto a la apelación ordinaria, hay previstos en el Código también 
otros remedios extraordinarios (querella nullitatis, restitutio in in-
tegrum), llegan a la conclusión de que en Derecho Canónico la cosa 
juzgada hace a la sentencia firme e irrevocable al excluir la apela-
ción ordinaria, pero no tanto que no quepan los remedios extraor-
dinarios. 
A su vez, por lo que hace a las causas "de statu personarum", 
como de todas formas, alcanzadas las dos sentencias conformes, sólo 
puede procederse a la "ulterior propositio" si sobrevienen circuns-
tancias especiales, la doctrina ha sentido en más de una ocasión la 
necesidad de razonar la firmeza de d[chas sentencias sin quebrantar 
el postulado excepcional que rige para ellas. 
Por eso, sin duda, hace años que señalaba JEMOLO que la norma 
excepcional que rige para las causas matrimoniales tiene en realidad 
escasísimas aplicaciones. A lo que respondía GIACCHI que, aunque 
raras, se habían producido en los últimos años -escribía en 1937--
decisiones canónicas en que la citada norma estaba presente. 
Si de tales apreciaciones pasamos a otras más constructivas, re-
cientísimamente DEL AMO ha contrapuesto los conceptos res illd1• 
cata y lis finita, para cobijar bajo este último la firmeza de las sen-
tencias "de statu personarum". Según eso, la lis finita, por contrapo-
sición a res iudicata, significaría "el pleito acabado por sentencia 
firme en causas que no pasan a cosa juzgada". De esa forma, así 
como de la res iudicata nacen la actio iudicati y la exceptio rei iudi-
catae, de la lis finita (aplicable sólo a las sentencias firmes "de sta-
tu personanlffi") nacerían la actio litis finitae y la exceptio litis 
finitae. Con lo que, a la postre, vendríamos a aplicar a las causas 
"de statu personarum" las mismas acciones y excepciones -los mis-
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mos conceptos en suma- que rigen para las causas que no pasan a 
cosa juzgada. 
Ante tal estado de cosas, ¿no sería conveniente intentar una 
sistematización en la que, salvando por igual las exigencias del De-
recho de la Iglesia y la verdadera naturaleza de la res iudicata, se in-
tegrasen en una misma institución los múltiples supuestos a que se 
puede aplicar? Para ello, en primer término, será menester estudiar 
más detenidamente los datos legales y señalar las contradicciones 
que forzosamente deberá salvar el intérprete. 
B) Una primera clarificación radica en que el c. 1902, cuando 
habla de la res iudicata, en realidad está refiriéndose a la cosa juz-
gada formal: preclusión de los medios impugnatorios. En cambio, el 
concepto de cosa juzgada material (autoridad de la sentencia) apa-
rece como lógica consecuencia en el c. 1905: "nec impugnari directe 
potest". 
Hay que advertir que este último canon califica a la cosa juz-
gada como presunoión "iuris et de iure", sin duda porque las pre-
sunciones siempre se refieren a las pruebas, y de ese modo el legis.-
lador asienta un principio procesal de gran importancia. Sin em-
bargo, lo cierto es que la verdadera naturaleza de la cosa juzgada 
material se pone de mand.fiesto en el segundo párrafo: "facit ius 
inter partes". No se olvide que la cosa juzgada material ni es una 
verdad, ni una ficción o presunción de verdad. Tiene una naturaleza 
neta y estrictamente jurídica, no de derecho material, sino de dere-
cho procesal. Es decir, opera no porque transforme la situación ju-
rídica material existente antes de la decisión del proceso, sino por-
que, con independencia de tal transformación, hace surgir una es.-
pecial eficacia procesal que antes no existía: "facit ius inter partes" 
Esto aclarado, ¿a qué aspecto de la cosa juzgada alude el c. 1903 
para las causas "de statu personarum"? Si este canon, como es obvio, 
supone una excepción del c. 1902, como éste se refiere en principio a 
la cosa juzgada formal, habría que concluir que el c. 1903 exceptúa 
de la cosa juzgada formal las causas sobre el estado de las personas. 
Pero entonces ello quiere decir que, "a fortiori" , quedaría excluída 
también la cosa juzgada material, pues ya sabemos que esta última 
no es sino una consecuencia lógica, aunque conceptualmente dis-
tinta de la primera. 
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Ahora bien, las perplejidades del intérprete comienzan justa-
mente cuando se han asentado las conclusiones anteriores, ya que 
es evidente que en la vía ordinaria las sentenoias firmes "de statu 
personarum" producen el efecto propio de la cosa juzgada formal, 
lo que en principio parecía excluído. En efecto, después de las dos 
sentencias conformes (o de tres en caso de la apelación potestativa 
del defensor vinculi de que habla el c. 1987), existe la preclusión de 
los recursos en vía ordinaria. Y no sólo, sino que esas sentencias 
son ejecutables, ya que también hacen ley entre las partes. Incluso, 
para las sentencias matrimoniales, los arts. 224-5 de la Instrucción 
"Provida" preveen la ejecutoriedad de ofricio. 
Pero además si, partiendo de que las sentencias "de statu per-
sonarum" no pasan a cosa juzgada, se pudiera seguir apelando in-
definidamente -cosa en verdad absurda-, o sin consideración a 
plazos o a conformidades de las sentencias, no se entenderían ni 
el arto 215 ni el n . 2 del arto 212 de la "Provida": serían inútiles los 
plazos allí establecidos. 
Por tanto. es forzoso concluir que, no obstante la declaración 
de principio inicial. también en las sentencias "de statu persona-
rum" hay cosa juzgada. Así, por lo que se refiere al matrimonio, 
no pueden desconocerse los efectos típicos de la cosa juzgada formal 
y material: 1) Porque hay ejecución (art. 224); 2) Porque producen 
excepción de cosa juzgada siempre que en la nueva demanda no se 
aleguen las nuevas y graves razones o documentos (hechos nuevos). 
y esto en virtud del C. 1903. el mismo que comienza diciendo no 
haber cosa juzgada. 3) Porque la sentencia definitiva no puede so-
meterse a revisión aunque los jueces consientan por unanimidad 
(preclusión) (art. 205); 4) En fin, porque el arto 220 en conformidad 
con el C. 1980 dispone que "después de las dos sentencias conformes 
srin apelación del defensor vinculi pueden los cónyuges contraer 
nuevas nupcias". 
Queda en pie, naturalmente, lo que algunos autores han llama-
do "beneficio de nueva audiencia". El arto 217 de la "Provida" tam-
bién es tributario en este punto de las imprecisiones sistemáticas del 
Código. Poi' una parte, repite que no hay cosa juzgada en materia 
matrimonial; y por otra, cierra el camino a nuevas apelaciones or-
dinarias cuando haya dos sentencias conformes. Unicamente per-
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núte. siguiendo la pauta marcada por el c. 1903, la "ulterior causae 
propositio" ante nuevas y graves razones o documentos. Pero de aná-
loga manera proceden otros sistemas jurídicos, donde no se encuen-
tran declaraciones contrarias al principio de la cosa juzgada, aunque 
admitan p. e. un recurso extraordinario de revisión, de ninguna for-
ma opuesto al concepto de cosa juzgada, aunque dicho recurso· tenga 
-en el Derecho español p. e.- unas causas concretas de revisión y 
esté sometido a limitaciones de plazo para su ejercicio. 
IIl. LA COSA JUZGADA EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES DE NULIDAD 
Hemos dicho que, no obstante la declaración de principio con-
tenida en el c. 1903, también en las causas "de statu personarum" 
se dan los efectos típicos de la cosa juzgada. Se trata ahora de saber 
qué se ha querido decir cuando tanto el Código como la "Provida" 
afirman que estas causas, y en especial las matrimoniales, no admi-
ten cosa juzgada. Para ello vamos a utilizar y procuraremos integrar 
dos clásicos criterios de interpretación de la norma canónica: el 
histórico y el exegético. 
A) 
Aunque con una expreslOn un tanto cauta, ESMEIN presenta a 
Graciano como el introductor del principio contrario a la cosa juz-
gada, pero con una portada general aplicado a toda clase de causas. 
Según el gran historiador de la institución matrimonial, este prin-
cipio, perturbador de toda justicia regular, no podía prevalecer en la 
forma propuesta por Graciano, de modo que tanto los decretistas 
como los decretalistas aceptaron su aplicación pero restringiéndola 
a las causas espirituales. es decir, a aquéllas en que la sentencia 
errónea pudiera significar el mantener a una de las partes en pecado 
mortal. En tales casos -concluye ESMEIN- la verdad debía siem-
pre imponerse a lo convencional. 
Con todos los respetos debidos a la autoridad de EsMEIN, di-
gamos simplemente que cuanto más verídica se quiere una síntesis, 
más detenido y amplio deberá ser el análisis. Permítasenos, pues. 
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que demos el resultado de un análisis que contradice en algunos 
puntos y matiza en otros el esquema usual. 
Detengámonos en GRACIANO. El recoge dos textos que marcan 
la pauta de su construcción doctrinal. El primero, de GREGORIO 
MAGNO, establece en términos precisos la inmutabilidad del "ra-
t10nabiliter decisum" (C. 35, q. 9, c. 1). El segundo, de ESTEBAN V 
(finales s. IX), en que comienzan las excepciones al anterior princi-
pio: "quia veritas saepius exagitata magis splendescit in luce" (C. 
35, q. 9, c. 9). 
A partir de ahí, mientras reconoce que la sentencia no apelada 
en los plazos legales "irrevocabile robur obtinebit", se plantea GBA-
crANO el problema de la validez e irrevocabilidad perpetua de la 
sentencia declarativa de nulidad matrimonial emitida por la Iglesia 
"fraude testium aut ignorantia eorum decepta". Y, en consecuencia, 
se pregunta "an priora coniugia sint redintegranda". 
En un primer momento, expone la solución según la cual la "de-
ceptio Ecclesiae" no justifica la derogación del principio de la cosa 
juzgada. Pero en el dictum al capítulo siguiente, GRACIANO pro-
fundiza en la cuestión. Es verdad -observa -que, atendiendo a la 
regla general, la sentencia "rationabiliter data, nec per appellatio-
nem intra certum terminum relevata" lleva a la consecuencia de que 
"nequaquam priora coniugia sunt redintegranda". 
Con todo -y aquí comienza propiamente la concordia realizada 
por GRACIANG-, es necesario establecer una distinción fundamen-
tal: "aliud est sententiam rescindere et rationabiliter decisa turbare" 
y "aliud quae per subreptionem obvellliunt deprehensa corrigere". Se 
comprende la antítesis. En el primer caso, queda a salvo la autoridad 
de la cosa juzgada; en el segundo, se justifica la excepción funda-
mentada en razones éticas (oportet, illicite, in melius revocare). 
En fin, los ejemplos de "redintegratio matrimonii" referidos por 
GRACIANO contemplan estos dos supuestos de hecho: en uno, se 
había dado erróneamente por muerto al marido; en el otro, la pri-
mera sentencia "separationis" se había apoyado en una falsa causa 
de consanguinidad. 
La evolución posterior, reducida a sus líneas más signif>icativas, 
muestra las siguientes características: 
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1) Hasta aquí se había tratado siempre de aplicar el principio 
contrario a la cosa juzgada solamente "in favorem vinculi" y para 
corregir los grandes errores ya consignados. Se debió a la Glossa al 
Decreto la iniciación del camino que llevó a aplicar el citado prin-
cipio "contra matrimonium". La formulación fue tan neta que ni 
siquiera encontró obstáculo ante el hecho de que los cónyuges afec-
tados por la sentencia declarativa de la nulidad hubieran contraído 
nuevo matrimonio. La Glossa insistía en que la inexistencia de un 
segundo matrimonio sólo tenía interés para hacer más fácil el pro-
ceso de revocación, permaneCliendo inalterable el principio contra-
rio a la cosa juzgada. 
2) Con la Glossa a las Decretales "Lator praesentium" de ALE-
JANDRO III Y "ConShnguinei" de CLEMENTE lII, se desarrollan al .. 
gunos aspectos en relación con sentencias de nulidad basadas en 
impedimentos dirimentes. El pr.incipio viene establecido así: la sen-
tencia matrimonial "contra matrimonium vel pro matrimonio 
quando aliquod subest impedimentum" no pasa nunca a cosa juz-
gada. La importancia que para tal formulación tuvo la difícil prue-
ba de la impotencia, ha sido justamente señalada por EsMEIN. Si 
un hecho posterior venía a demostrar que la Iglesia había sido enga-
ñada (yeso podía ser evidente en caso de un segundo matrimonio 
contraído y consumado por el cónyuge ya declarado impotente), 
entonces el primer matrimonio era restablecido "erga orones". Con 
todo, el principio admitía una atenuación: que la sentencia de nu-
lidad hubiera estimado la impotencia como maleficium y no como 
frigiditas. es deoir, que la imDotencia fuese psíquica y relativa di ... 
ríamos hoy. Aparte de eso. la cosa juzgada era admitida en el si-
guiente caso: cuando la sentencia fuera "pro matrimonio", no sub-
sistiera ningún impedimento dirimente y "ab ea sententia non fue-
rit appellatum". 
3) A este cúmulo de supuestos, la doctrina decretalista da 
una explicación unitaria, sobre la que ya los propios textos habían 
llamado la atención. PANORMITANO, JUAN DE ANDRÉS, ANTONIO DE BRU-
TIO, SINIBALDO son unánimes y precisos en reconocer que la inexis-
tencia de la cosa juzgada, supuesta la sacramentalidad del matri-
monio, se basaba en la ratio peccati. Bien entendido que ellos 
aplican esa misma razón a todas las sentencias, no solo a las 
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matrimoniales. Si se refieren frecuentemente a estas últimas es 
porque en ellas preferiblemente "vertitur periculum animae". En 
cuanto a las limitationes procesales del principio contrario a la cosa 
juzgada, hay que precisar: a) que el nuevo examen de la causa no 
debe ni puede proponerse en vía de apelación ante el juez superior. 
Sólo SINmALDO se pronuncia en favor del juez superior. Los de-
más, en polémica con él, señalan un aspecto sobre el que me per-
mito llamar especialmente la atención: "HIa sententia transit in 
rem iudicatam quoad modum envolvendi" (BUTRIO), "Non potest 
appellari" (PANORMITANO); b) De ahí que si pasan infructuosa-
mente los 10 días concedidos para la "retractatio", nace una presun-
ción "iuris tantum" en favor de la justicia de la sentencia, y se 
procede a su ejecución. PANORMITANO y BUTRIO sostienen que, desde 
este punto de vista ("seu respectu ordinis processus"), sí puede ha-
blarse de que las sentencias matrimoniales pasan a cosa juzgada. 
4) La doctrina postridentina señala notables desarrollos, pero 
de carácter predominantemente explicativo y sistemático. La encon-
tramos completa y eficazmente expuesta en SÁNCHEZ. También 
para él: a) El fundamento del principio se halla en el precepto 
divino (sacramentalidad) y el correspondiente "periculum animae"; 
b) Las limitaciones al principio vienen íntegramente aceptadas: 
"sententiam non transit in rem iudicatam quoad veritatem; bene 
tamen quoad subtilitatem", y "quoad instantiam causa transit in 
rem iudicatam"; e) en fin, expone más claramente que en el pasado 
que la nova instantia (revisión) debe plantearse ante el mismo juez 
que dictó la sentencia definitiva. 
5) La cuestión experimentó en el campo le~slativo un defini-
tivo impulso merced a la Constitución "Dei miseratione" de BE-
NEDICTO XIV, a quien Cappello llamó "autor del moderno proceso 
matrimonial" . Como se sabe, dicha Constitución informó todo el 
título XX del lib. IV del Código: "de causis matrimonialibus". Por 
10 que se refiere al tema que nos ocupa, la declaración no pudo ser 
más neta: las causas matrimoniales "numquam transeunt in rem 
iudicatam". Huelga decir que este documento es capital en un doble 
sentido: a) Por una parte, se establece por primera vez en una 
norma abstracta la formulación del principio; b) Pero, por otra, se 
prescinde de la matizada elaboración del principio asentado, espe-
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cialmente en lo que se refiere a las limitaciones que hemos recor· 
dado. 
6) El Código, ya lo sabemos, recogió la formal declaración del 
principio en el c. 1903; pero no pudo evitar recoger también sus 
correspondientes limitaciones, tal como lo piden las más elemen· 
tales exigencias del proceso. A su vez, la praxis poscodicial, ante el 
silencio del Código en este punto, se orientó hacia el juez superior 
como instancia competente para la extraordinaria revisión de la 
causa. Con ello, no sólo se conculcó inadvertidamente un principio 
de interpretación contenido en el c. 6, sino que además no se tuvo 
en cuenta que la revisión de la causa no podía plantearse como si 
fuera una apelación. En fin, dicha innovación quedó legalizada en 
el arto 218 de la "Provida", que recogiendo una declaración de la 
Comisión Interpretadora de 1931, la elevó a principio general: la 
causa juzgada por un tribunal nunca puede ser juzgada de nuevo 
por otro tribunal del mismo grado. Y esto -yen ello radica la 
involucración- aunque se trate de la "ulterior propositio". (Por 
cierto que en este arto 218, por no haber reparado en la diferencia 
entre apelación y revisión, se aplica a ambos supuestos la expresión 
praevia appellatione. Por lo que se refiere a la "ulterior propositio" 
(revisión), dicha terminología es inadecuada después de cuanto se 
ha establecido en los arts. 212·216: ha de entenderse, pues, previa 
demanda con graves y nuevas razones o documentos). 
En resumen, creo que ]a evolución histórica utilizada como cri· 
terio de interpretación pone de manifiesto que la norma contenida 
en el C. 1903 y repetida en el c. 1898 constituye un "ius receptum", 
que tiene este doble significado: a) Cuando se trata de asentar que 
la verdad material debe prevalecer sobre la verdad formal o proce. 
sal en las causas "de statu personarum", se utiliza la expresión 
"numquam transeunt ,in rem iudicatam"; b) En cambio. cuando se 
trata de evitar que tal declaración dé al traste con la firmeza de 
las sentencias legítimamente conclusivas de un proceso de esa na.-
turaleza, entonces se atenúa el principio en la forma que hemos 
visto, es decir, asignando a esas sentencias verdade:-os efectos de 
cosa juzgada y disponiendo un recurso extraordinario de revisión. 
Quizá todo ello se resienta de haber utilizado el término "cosa juz. 
gada" en un sentido técnico poco depurado, casi diríamos literal. 
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Pero hay más. ¿Sólo las causas "de statu personarurn" presen-
tan esas características? ¿o también son aplicables a las restantes 
causas, aquéllas que según el propio Código pasan a cosa juzgada? 
El criterio exegético se hace aquí indispensable para intentar res-
ponder a esta pregunta. 
B) 
1) Comencemos por referirnos de nuevo a la "ulterior causae 
propositio", que parece el punto clave para sostener la singulaI'lidad 
de las causas matrimoniales .. Para los procesos de estado en general, 
su procedimiento no está regulado en el c. 1903. En cambio, para 
los procesos de nulidad matrimonial, sabemos ya que el arto 218 
contiene algunas normas de procedimiento. Es decir, la revisión de 
un proceso matrimonial ya tramitado por la misma "causa peten-
di" está regulado al menos en orden a la competencia. En 10 único 
que se parece a la apelación es en el tribunal competente: el supe-
rior. Pero se trata de un nuevo planteamiento del proceso en razón 
de hechos nuevos. Este proceso tiene sus trámites y sus propios re-
cursos hasta que se produzcan los efectos de cosa juzgada propia. 
Por tanto, la cosa juzgada del primer proceso se dio, lo mismo 
la formal que la material. Y la prueba es que los cónyuges que hu-
bieran contraído nuevo matrimonio en virtud de la nulidad a que se 
llegó en el primer proceso, pueden encontrarse en la "ulterior cau-
sae propositio" en su calidad de cónyuges con posterioridad al pri-
mer proceso. 
Ocurre ,pues, simplemente que la prime"a sentencia firme pro-
duce una cosa juzgada sometida a una eventualidad. Y para expli-
car este fenómeno hay que acudir a la teoría de los límites de la 
cosa juzgada, que como se sabe son de la esencia del concepto. 
La limitación temporal de la cosa juzgada existe, no cuando 
el fallo queda sujeto a una fijación temporal, sino cuando 10 que 
depende del transcurso del tiempo es la posibilidad de que la sen-
tencia, subsistente en su eficaoia intrínseca, pueda ser modificada 
o alterada. 
Para concebir un supuesto de limitación temporal de la senten-
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cia hay que imaginar un caso en que el devenir del tiempo haga 
desaparecer, no la fuerza total de la misma, sino el especial efecto 
de su inatacabllidad. Esto es difíoil que ocurra por el mero hecho 
del transcurso del tiempo sin más, pero puede darse, y se da con 
cierta frecuencia, cuando en el tiempo ulterior al de la sentencia 
se alteran las oircunstancias que dieron origen al fallo, y por ello 
el fundamento básico de la sentencia queda radicalmente modifica-
do. Si se admite que una tal modificación lleva consigo, no la me-
ficacia absoluta del fallo. pero sí la posibilidad de que éste deja de 
ser ,inatacable y se pueda abrir un nuevo litigio sobre la misma 
materia, se estará en presencia de una inequívoca limitación de 
la cosa juzgada. 
Según eso, la regla básica es que la cosa juzgada no opera 
cuando han cambiado en el transcurso del tiempo las circunstan-
cias fundamentales que onginaron el fallo judicial. Y la razón es 
que la inmutabilidad de la sentencia o autoridad de cosa juzgada, 
establecida ex lege, queda también sometida ex lege a ciertas limi-
taciones, entre las cuales figuran las ya indicadas. 
Esto es precisamente lo que ocurre con "las nuevas y graves 
razones o documentos" exi~idos para la "ulterior causae propositio", 
que someten a la cosa juzgada a ciertas limitaciones en íntima co-
nexión con la naturaleza de la cosa en litigio. De aquí la eventuali-
dad a que queda sometida la cosa juzgada en estas sentencias. Este 
es el esquema que puede predicarse . de todas las sentencias firmes 
y definitivas en causas de estado cuando se hayan alcanzado las 
dos sentencias conformes. 
Con todo, debe tenerse en cuenta que el cambio de circunstan-
cias ha de revestir siempre una índole cronológica. La contradicción 
entre circunstancias que existían ya en el momento de dictarse 
el fallo no priva por sí misma a éste de su carácter indiscutible. Sólo 
se produce esa quiebra cuando sobreviene la oposición de funda-
mento después de emitida la sentencia. 
Lo cual, a mi entender, sirve para matizar, aunque sea de paso, 
el tema de los documentos preparados como prueba con anteDioridad 
al matrimonio. Si se invocaran para fundamentar la "ulterior pro-
positio" -cosa ya sospechosa---, una vez despejada la incógnita de 
SU autenticidad, el tr,ibunal no debe admitirlos como confesión o 
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como un instrumento de prueba de un fenómeno jurídico indepen-
diente (un nuevo y distinto "caput nullitatis"), sino a lo sumo 
como exp1icitación probatoria del "caput" que no fue apreciado en 
la anterior sentencia firme. 
Una vez visto en qué consiste la eventualidad a que queda so-
metida la cosa juzgada cuando haya dos sentencias conformes, cabe 
preguntarse: ¿qué ocurre en las restantes hipótesis de sentencias 
f¡irmes (no apelables en vía ordinaria), pero que no han alcanzado 
las dos sentencias conformes, y por tanto no hay que aducir nueva.s 
razones o documentos para impugnarlas en revisión? Es decir, ¿qué 
ocurre en las hipótesis del can 1902, n. 2, cuando concurren en las 
causas matrimoniales? 
Por de pronto, el tema preocupó a la doctrina a propósito de 
una causa Aegypti coram PRIOR de 1922, y de la transcribilidad a 
efectos civiles de dichas sentencias, lo que se hacía imposible si nun-
ca pasaban a cosa juzgada. 
La sentencia "coram" PRIOR, a instancia de un tercero in-
teresado a efectos de herencia, declaró el paso de cosa juzgada 
"quoad effectus oiviles" de una sentencia dictada en primer grado 
y apelada por el defensor del vínculo, que había posteriormente de-
sistido por muerte del marido, actor en la causa. 
El in iure de la sentencia entendió que la ratio que fundamenta 
el prhnilegio relativo a las sentencia¡s matrimoniales -<que sean 
nutritivas peccati- no tiene razón de ser cuando uno de los cón-
yuges ha muerto. Excluído, pues, el discrimen peccati, y disuelto el 
matrimonio por muerte, cesa la regla excepcional y vuelven a tener 
Vligor los principios generales del paso a cosa juzgada de las sen-
tencias. 
Esto dio lugar a una encendida polémica entre BERNARDINI 
y F'EDELE a propósito del fundamento de la norma especial que 
rige para la cosa juzgada en las causas matrimoniales y, en con-
creto, si excluída la ratio peccati podían los jueces eclesiásticos des.-
entenderse de aclarar la existencia o no de un sacramento. Pero 
como el arto 222, 2 de la "Provida" resolvió el problema específico 
del caso de muerte en el sentido de la sentencia coram PRIOR, la 
doctrina pasó a preguntarse si las sentencias emanadas en aplica-
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ción del arto 222, 2 podían pasar a cosa juzgada según los cc. 1902, 
2 Y 3 Y 1903. Quizá fuera BERTOLA quien más detenidamente es-
tudiara la cuestión, siempre con vistas a las repercusiones civiles. 
En su opinión, incluso la sola sentencia de primer grado declarativa 
de la nulidad puede ser ejecuUva cuando, como en el casus exceptus, 
el defensor del vínculo esté autorizado a no apelar y no apele. De 
esa manera, el arto 222, 2 constituye, junto al casus exceptus, otra 
hipótesis que deroga el principio de las dos sentencias conforme a 
efectos de ejecutoriedad, con todas sus consecuenoias civiles. 
En nuestra Patria, en cambio, el tema de la eficacia civil de 
las sentencias firmes (aunque no hubieran alcanzado la doble con-
formidad) se plantea a propósito del arto XXIV del Concordato y 
de la consiguiente reforma del sistema matrimonial español. Es-
taría fuera de lugar ahora intentar siquiera resumir la interesante 
bibliografía patria sobre el tema general. Como asimismo, por lo 
que se refiere a las causas de separación, recoger la cuestión que 
han planteado las posibles resoluciones dictadas en vía adminis-
trativa por los Ordinar,ios. Tanto para la problemática general co-
mo para esta última cuestión, me remito a los conocidos trabajos 
de los profs. MALDONADO, FuENMAYOR, BERNÁRDEZ, GARCÍA CANTERO, 
DÍEZ PICAZO y de los auditores rotales MIGUÉLEZ, DEL AMO, PÉREZ 
MIER. 
Digamos simplemente, por lo que se refiere a las sentencias 
firmes de nulidad, que lo preceptuado en el arto X XIV del Concor-
dato ha inspirado la reforma del Código civil también en este pun-
to. Y así, el arto 80 añade algo que no estaba en la letra, aunque sí en 
el espíritu del precepto concordatario, al decir que el conocimiento 
de las causas matrimoniales "corresponde exclusivamente a la ju~ 
risdicción eclesiástica conforme al procedimiento canónico". Y no 
ha pasado inadvertida la importanoia de esta última expresión, pues 
de ella se deduce --como ha observado BERN.ÁRDEZ- que "el or-
denamiento estatal se inhibe de la vía que utilicen los organismos 
eclesiásticos, remitiéndose a lo establecido en el Derecho Canóni-
co". Según eso, no hay duda que, con independencia de la doble 
conformidad, las sentencias matrimoniales adquieren en nuestra 
Patria plenos efectos civ;iles si canónicamente pueden considerarse 
firmes. 
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Hemos de concluir, por tanto, reconduciendo el hilo de la ar-
gumentación a la cuestión más general que planteábamos, que la 
firmeza de esas sentencias que no han alcanzado la doble confor-
midad por los motivos del can. 1902, 2, no excluye el que puedan 
revisarse en cualquier momento. No en apelación, porque dichas sen-
tencias tienen también sus plazos fatales, como ya dijimos. 
Por consiguiente, no hay motivos jurídicos formales para un 
tratamiento procesal distinto del caso de las dos sentencias confor-
mes. En consecuencia, mientras no se revisen producen cosa juzga-
da: serán también ley entre las partes. 
Con todo, esa amplia libertad de revisión lo único que impide 
es la excepción de cosa juzgada. Se da, pues, una cosa juzgada ma-
terial limitada o parcial. En eso radica precisamente la diferencia 
con las dos sentencias conformes. En consecuencia, aquí la even-
tualidad de que hablábamos a propósito de las dos conformes es 
todavía más precaria. Pero no se pierde el otro gran efecto de la 
cosa juzgada: la ejecutoriedad de la sentencia, sino sólo -repeti-
mas- el elemento defensivo que lleva consigo la cosa juzgada ma-
terial. 
Ocurre, en términos generales, que el afán por la verdad ma-
terial es tan fuerte en Derecho Canónico, que el legislador no ha 
extremado la autoflidad o seguridad de la sentencia, por temor al 
formalismo. Por eso, en proceso canónico, la cosa juzgada, en sus 
dos aspectos, queda constantemente sometida al riesgo de la re-
vocación, en razón a los diversos recursos contra las sentencias. 
Pero esto no es privativo de las causas "de statu personarum", sino 
que ocurre en todas las causas canónicas que se trarnd.ten conforme 
al proceso ordinario. Es lo que vamos a ver brevemente para ter-
minar. 
En efecto, agotada la vía de los recursos ordinarios (es decir, 
producida la cosa juzgada formal y material), quien desee impug-
nar la sentencia siempre dispondrá de una serie de medios extra-
ordinarios: 
a) Remedio extraordinario de la "restitutio in integrum" (ce. 
1905-7). Es otra especie de revisión, pero más parecido todavía al 
recurso de revisión civil, por basarse en causas determinadas. 
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b) La oposición del tercero perjudicado por la sentencia, que 
puede ,impugnarla sin limitación alguna, siempre que la sentencia 
no haya sido ejecutada: cc. 1898-1901. 
c) La "querella nullitatis". Si el vicio de nulidad es sanable, 
tiene un plazo de tres meses (art. 209-210), y podría considerarse 
como un recurso extraordinario. Pero si se trata de una nulidad 
insanable (cc. 1892-3), entonces el plazo es de 30 años (arts. 207-8). 
En este último caso, como excepción puede aducirse perpetuamente. 
Esto significa la posibnidad de dejar una sentencia perpetuamente 
sin la eficacia de la cosa juzgada material, o sometida perpetuamen-
te a la excepción de nul,idad. 
d) Caso de sentencia dictada con la contumacia de una de 
las partes: c. 1847. Es como una apelación extraordinaria dentro 
de los tres meses (una. modalidad del benificio de "restdtutio in in-
tegrum" en pro del contumaz) . Esto no rige para las causas sobre 
el estado de las personas, pero es porque ya tienen la revisión ("ul-
terior propositio"). Aparte de eso, en reallidad la "restitutio in in-
tegrum" no tiene sentido en las causas personales. 
e) En fin, el can. 1921, 2 prevé que el ejecutor -en Derecho 
Canónico no el juez, sino el ordinario -pueda dejar sin eficacia 
jurídico-material cualquier sentencia cuando averigüe que es evi-
dentemente injusta. 
Llegamos así al término de esta lección, para cuya construc-
ción nos hemos inspirado en una observación que oímos no hace 
mucho al prof. MALDONADO. La afirmación era -si la recordamos 
bien- que frente a cierto antijuI'lidismo ambiente, lo más eficaz era 
proceder a e~licar en qué consiste verdaderamente el Derecho. 
Por eso nos hemos fijado hoy en una institución eminentemente 
jurídica, como la cosa juzgada, y hemos procurado profundizar en 
el sentido que tiene en Derecho Canónico. La conclusión podría ser 
que en Derecho Canónico hay cosa juzgada siempre. Pero que está 
sometida eventualmente a una posible revocación: 
a) En las causas sobre el estado de las personas, las senten-
cias serán eventualmente revocables o revisables según diversos gra-
dos, atendida la causa de su respectiva firmeza; 
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b) En las restantes sentencias, la eventualidad viene deter-
minada por un conjunto de recursos tan amplios como hemos visto, 
e incluso por una iniciativa del ejecutor en casos límites. De modo 
que difícilmente cabe hablar en proceso canónico de eficaoia defi-
nitiva de la sentencia, efecto absoluto de la cosa juzgada. 
VÍCTOR DE REINA 
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